Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 2 minutos.) 


—La Comisión de Asuntos Administrativos da la bienvenida al señor Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, doctor Jorge Díaz, quien por intermedio del señor Ministro de 
Educación y Cultura solicitó ser recibido para informar sobre su gestión y los proyectos futuros. De 
manera que, en el marco del buen relacionamiento que debe existir entre los Poderes, con gusto le 
damos la palabra. 


SEÑOR DÍAZ.- Buenos días a todos. 


Transcurridos aproximadamente seis meses del comienzo de nuestra gestión, planteamos al 
señor Ministro de Educación y Cultura que entendíamos correcto solicitar ser recibidos por esta 
Comisión a fin de informar al Parlamento sobre nuestros primeros pasos al frente del Ministerio Público 
y también acerca de algunos proyectos en los que estamos trabajando —entendemos que es buena 
cosa intercambiar opiniones con los señores Senadores en torno a si los rumbos que hemos tomado 
son los correctos—-, en el marco de lo que hemos definido como una política de Estado. Así lo 
planteamos ante esta misma Comisión en el pasado mes de marzo. Creemos que la política del 
Ministerio Público, por las características de la institución, debe ser, necesariamente, una política de 
Estado que se vaya construyendo en el relacionamiento entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo y los 
distintos partidos políticos. 


Lamentablemente el señor Ministro no pudo concurrir, pues en este momento se encuentra 
en el exterior. Me puse en contacto con él inmediatamente después de recibir la comunicación del 
señor Presidente de la Comisión y decidimos que igualmente debía concurrir a este ámbito —todos 
sabemos de las dificultades que existen a fin de año para poder compatibilizar las agendas— a los 
efectos de realizar este primer informe. 


Creo que lo esencial de los primeros meses de gestión ha sido el cumplimiento de las bases 
que sentamos en oportunidad de nuestra concurrencia a la Comisión, en el pasado mes de marzo; nos 
hemos apegado estrictamente a esas bases, porque cuando vinimos aquí en marzo, no lo hicimos para 
decir algo a fin de que nos votaran, sino para expresar lo que realmente pensábamos hacer. 


Una de las cosas que dijimos en esa instancia fue que queríamos cambiar el paradigma de la 
metodología de trabajo del Ministerio Público; que no queríamos fiscales en sus despachos, sino 
fiscales que concurrieran a las audiencias y a todos los actos de instrucción a los que fueran 
convocados. En definitiva, queríamos modificar esa figura tradicional “heredada de nuestra tradición 
española— del fiscal de gabinete. ¿Por qué? No por un mero capricho, sino porque estábamos y 
estamos convencidos de que la presencia del fiscal en la audiencia o en el acto de instrucción 
constituye, en definitiva, la consagración de los principios de inmediación, concentración, economía y 
celeridad procesal, y opera en beneficio de los justiciables. Basta con pensar en un simple trámite de 
divorcio, donde las partes concurren y se interroga a los testigos; si el fiscal está presente, finalizada la 
audiencia puede expedir su dictamen e inmediatamente después el juez puede dictar sentencia. De lo 
contrario, hay que frenar el proceso, pues el expediente tiene que ir al despacho; luego hay que 
pasarle vista fiscal, llevarlo a la Fiscalía, darle ingreso, admitir una vista, volver, etcétera. Todo eso es 
tiempo que se pierde y en materia de Justicia el tiempo es algo muy valioso. Estamos convencidos de 
que cambiando el paradigma contribuiremos a un más eficaz y eficiente funcionamiento del sistema de 
administración de Justicia. 


En consecuencia, cuando en seguida que asumimos debimos redactar el proyecto de 
Rendición de Cuentas, decidimos incluir, dentro de las obligaciones de los fiscales —artículo 33 de la 
Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal— la de concurrir a las audiencias. En cuanto a cuál debía 
ser la sanción para el incumplimiento de esa obligación, básicamente había dos opciones: sancionar 
con la nulidad del acto o con la responsabilidad disciplinaria y administrativa. Entendimos que 
debíamos tomar la segunda opción para no perjudicar a quien, en definitiva, queremos beneficiar, que 


es el justiciable: si sancionamos el incumplimiento del fiscal con la nulidad del acto, estamos 
perjudicando también al justiciable. Por eso preferimos sancionar con la responsabilidad administrativa. 


Obviamente, para poder dar un efectivo cumplimiento a ese paradigma, necesitábamos dotar 
al Ministerio Público del soporte necesario en materia de recursos humanos. En ese sentido, 
elaboramos un programa de fortalecimiento institucional del Ministerio Público en el que incluimos una 
política de gestión de los recursos humanos. Esta política se compone, básicamente, de cinco ítems: 
primero, una adecuada selección de las personas que ingresan a la Institución, tanto funcionarios 
administrativos como de servicio, y magistrados; segundo, el establecimiento de un sistema de 
ascensos que sea absolutamente transparente; tercero, el aumento del número de funcionarios, para 
cumplir la función con mayor eficacia y eficiencia; cuarto, una adecuada y permanente capacitación; y, 
por último, un eficaz control del cumplimiento de las funciones asignadas por parte del jerarca. 


En lo que respecta a la selección de los funcionarios, haré un pequeño alto para referirme a 
cuál era -y cuál es aún— la situación del Ministerio Público en lo que hace a los recursos humanos. 
Verdaderamente, nos encontramos con un Ministerio Público muy deteriorado en ese sentido. Por 
ejemplo, en este momento, de un total de 182 cargos administrativos, tenemos 40 vacantes, lo que 
equivale a un 22%; a su vez, de un total 34 cargos de servicio, tenemos 10 vacantes, lo que significa 
un 30%. Esto nos ha generado un grave problema. Los funcionarios de servicio son los que se 
dedican, entre otras cosas, al traslado de los expedientes, de manera que estamos llegando a una 
situación límite en ese sentido. Además, desde que se aprobó la ley que prohíbe el ingreso de 
funcionarios públicos a la Administración, no ha ingresado ningún funcionario nuevo al Ministerio 
Público; los pocos que lo hicieron, fue por redistribución de otros entes del Estado. Por lo tanto, 
tenemos una población absolutamente envejecida. Es más, la proyección indica que en el año 2013 
nueve funcionarios más se van a jubilar obligatoriamente, por razones de edad. Reitero, pues, que esto 
dificulta bastante el funcionamiento de la institución. 


De acuerdo con lo que dispone la Ley N* 18.719, mientras el Ministerio Público y Fiscal esté 
dentro del Poder Ejecutivo y sea una unidad ejecutora del Ministerio de Educación y Cultura, no puede 
proveer esas vacantes; es decir que no es algo que dependa de la unidad ejecutora. Por consiguiente, 
iniciamos contactos con la Cartera de Educación y con la Oficina Nacional del Servicio Civil para 
resolver ese problema. Finalmente logramos que en el correr de este año se realicen los llamados de 
ascenso dentro del Ministerio de Educación y Cultura, de modo que pensamos que podremos llenar 
las vacantes que tenemos. ¿Por qué digo llamados de ascenso y no de ingreso? Porque a partir de la 
citada ley, los ingresos no se realizan por unidad ejecutora, sino por inciso, o sea, dentro del Ministerio. 
Por el organigrama de cargos que tiene el Ministerio Público, los cargos más bajos del escalafón no 
son ni de servicio ni administrativos; al no tenerlos, no se van a producir otros ingresos al Ministerio 
Público que no sean personas que asciendan en otras unidades ejecutoras del Ministerio de Educación 
y Cultura. Para nosotros, esto no es una buena cosa porque aspirábamos a contar con funcionarios 
nuevos; pero, en fin, esas son las reglas del juego. Mientras se mantenga esta situación institucional 
del Ministerio Público, no hay otra alternativa para nosotros porque se nos aplican las normas de la 
Administración Central. Esperamos que con este concurso se cubran las vacantes que tenemos en los 
cargos administrativos y de servicio y que en el correr del próximo año se concurse nuevamente, 
porque tendremos nueve vacantes más, a las que se suman los cargos que se crean por Rendición de 
Cuentas. 


Con relación a los magistrados fiscales, debemos decir que incluimos también a los técnicos, 
dado que se aceptó nuestra propuesta —que elevamos al Poder Ejecutivo y luego el Parlamento 
acompañó por unanimidad— de transformar todos los cargos de Secretarios Letrados y Asesores 
Letrados —que actualmente son cargos técnicos— en Fiscales Adscriptos, pasando a ser ellos el grado 
más bajo del Escalafón N, que es el de los magistrados. Lo que procura esta transformación es, en 
definitiva, un acto de sinceramiento, porque en realidad los Secretarios Letrados, a quienes llamamos 
funcionarios técnicos, no cumplen funciones de tal naturaleza, sino que cumplen funciones de fiscales: 
van a las audiencias, piden dictamen, etcétera, siempre bajo la directriz, la guía o el norte del fiscal 
titular, que es el responsable. Entonces, esta era una vieja reivindicación de estos funcionarios. 
Pensamos, como decíamos antes, que se trata de un acto de sinceramiento —o sea, llamar a las cosas 
por su nombre—, que busca también regularizar situaciones que tienen distintas nomenclaturas, pues 
había secretarios letrados, asesores letrados, etcétera, que ganaban todos lo mismo y hacían lo 
mismo, así que la intención era simplificar este tema. Ahora bien, tratándose de este Grado, como 


hasta el día de hoy son funcionarios técnicos, tampoco podíamos hacer los concursos porque 
estábamos dentro del sistema de la Administración Central. Lo que hicimos, pues, fue proponer al 
Poder Ejecutivo un proyecto por el que se nos excluyera del régimen de los artículos 49 y 50 de la Ley 
N* 18.719. El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, recogió nuestra iniciativa y la 
propuso al Parlamento, donde ambas Cámaras la aprobaron por unanimidad. Este respaldo 
constituyó, para nosotros, una enorme satisfacción. Concretamente, la Ley N* 18.974 fue promulgada 
el 28 de setiembre de 2012; inmediatamente después hicimos el llamado a concurso. El plazo de 
inscripción venció el pasado 31 de octubre y se anotaron 728 abogados en todo el país, lo que para la 
institución significó un gran éxito de convocatoria; luego veremos los resultados del concurso. Se 
inscribieron abogados de distintas edades, en su mayoría jóvenes y mujeres, lo que es una buena cosa 
y también refleja lo que está sucediendo a nivel de los egresados de la Universidad. A su vez, hay 
egresados de todas las universidades, tanto públicas como privadas. De los 728 inscriptos, 
seleccionamos 300 por el criterio de escolaridad, dado que el mecanismo del sorteo no nos parecía 
justo; entre ellos, 40 o 41 son egresados de universidades privadas y el resto provienen de la 
Universidad de la República. De manera que los 300 seleccionados rendirán la prueba el 1% de 
diciembre próximo. Cabe recordar que en estos momentos tenemos 23 vacantes. Pensamos que si se 
aprueban las venias solicitadas por el Poder Ejecutivo y este designa a quienes hemos propuesto, 
llegaremos a fin de año con 28 vacantes en este grado en un total de 95, lo que representa el 30%. O 
sea que los cargos vacantes de funcionarios de servicio y funcionarios técnicos representan, cada uno, 
un 30%, mientras que los de funcionarios administrativos equivalen a un 22%. Como se verá, la 
situación en que hoy se encuentra la institución está marcada por un delgado equilibrio, que aspiramos 
a resolver rápidamente. Cabe agregar que con el orden de prelación del concurso pensamos cubrir 
también los cargos que se llenan por Rendición de Cuentas, que son unos cuantos. 


Una vez más manifestamos nuestra alegría por el respaldo que el Poder Ejecutivo y ambas 
Cámaras dieron a la propuesta del Ministerio Público, que implica un incremento presupuestal muy 
importante, quizás uno de los más significativos que la institución ha tenido desde el año 1985 a la 
fecha. Creemos que con el orden de prelación de los concursos podremos llenar las vacantes y 
también los cargos que se crean; en una primera instancia habíamos proyectado hacerlo en dos actos, 
pero como la ley fue promulgada en setiembre y los resultados del concurso seguramente estén para 
febrero del año entrante, lo más probable es que se llenen todas juntas. 


Por otro lado, me gustaría saber qué piensan los señores Senadores acerca de un punto en 
concreto. Entendemos que en la medida en que estos cargos se transforman en fiscales y pasan a 
formar el escalafón de magistrados, requieren venia para su designación, por lo que en su momento 
haremos la propuesta. Creemos que el Poder Ejecutivo debe enviar la solicitud de venia al Parlamento 
a la Cámara de Senadores o a la Comisión Permanente- para la designación de estos cargos. 
Teniendo en cuenta las 28 vacantes y los cargos que se crean, suponemos que podrá haber unas 75 
propuestas, aproximadamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Perdón, ¿cómo se llega de 28 a 75? 


SEÑOR DÍAZ.- Las vacantes son 28 y los cargos que se crean por Rendición de Cuentas totalizan 47. 
En realidad, estos últimos pueden ser 47 o 48; hay un problema entre el número de cargos que 
establece el artículo y la previsión de fondos presupuestales. Aspiro a que sean 48, pero desde el 
Ministerio de Economía y Finanzas se ha dicho que son 47; en fin, veremos cómo se resuelve esto. 


Por otro lado, nos parece importante establecer un sistema cristalino de ascenso. 
Obviamente, los funcionarios administrativos se rigen por el sistema de ascenso de la Administración 
Central. En cuanto a los magistrados, corresponde señalar que en la ley que propusimos —que a pesar 
de estar formada por un solo artículo, era rica en su contenido— se los excluía de los artículos 49 y 50 
de la Ley N* 18.719, con lo que la unidad ejecutora podía hacer el concurso; además, se establecía 
que la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación debía instrumentar un sistema de 
selección de aspirantes para proponer en relación con los otros cargos, o sea, Adjuntos, 
Departamentales y Nacionales. 


Aspiramos a que en un plazo no mayor a dos años, contados a partir de la asunción de mi 
persona —estaríamos hablando de abril de 2014-, todos los cargos de Magistrados Fiscales se llenen 


por concurso. Ya está previsto que lo hagan los cargos de Fiscales Adscriptos, mientras que para las 
vacantes de Fiscales Adjuntos haremos el llamado correspondiente, o sea que también se llenarán por 
concurso. Más allá de que en la ley se habla de un sistema de selección de aspirantes, hemos definido 
que ese sistema sea el concurso. Nos quedan los cargos más complicados: Fiscales Departamentales 
y Fiscales Nacionales; para los primeros, aspiramos a hacer el llamado en el correr del año 2013 y 
para los segundos será, a más tardar, a principios de 2014. 


Ahora bien, me interesaría recabar la opinión de los señores Senadores respecto al siguiente 
tema. Si hacemos un concurso de oposición y méritos sin incluir una evaluación de la gestión del 
funcionario en actividad, corremos el riesgo de tener gente que sea especialista en concursos, pero no 
tan buenos fiscales, cuando en realidad aspiramos a que quienes asciendan sean los mejores fiscales, 
los que estén más capacitados. Además, corremos el riesgo de que el orden de prioridades cambie y 
en lugar de estar en la Fiscalía trabajando, la persona se vaya a estudiar para el concurso y entonces 
el trabajo se resienta. ¿Cómo podemos resolver esto? Lo podemos hacer mediante un sistema de 
evaluación de la gestión de los fiscales e incluyendo el resultado de esa evaluación como un insumo 
más del concurso. Esa es la única alternativa que tenemos. Quiere decir que no tendríamos en cuenta 
exclusivamente el sistema de evaluación de la gestión ni solo el resultado de la prueba de oposición y 
méritos, sino que sería un mix de ambos factores. Nos parece lo más justo. 


Ahora bien, el sistema de evaluación de la gestión de los fiscales tiene que estar basado en 
parámetros objetivos y cuantificables; no debe sustentarse en criterios subjetivos ni en una evaluación 
de los superiores que no esté instrumentada ni regulada, que sea solamente una evaluación de un 
superior que asigna a su inferior una calificación cualquiera. En realidad, en el Derecho Comparado 
hay muchos sistemas de evaluación de gestión de fiscales en base a parámetros objetivos y 
cuantificables, unos mejores que otros. En mi humilde opinión, el que mejor funciona o el que evalúa la 
mayor cantidad de ítems en forma objetiva es el que utiliza la Fiscalía Nacional de Chile. Este sistema 
requiere necesariamente —o en forma previa, si fuera posible— la instalación de un programa 
informático de gestión de las Fiscalías. ¿Por qué? Porque si esos datos que consideramos objetivos y 
cuantificables provienen de la mano del hombre, evidentemente, pueden modificar las estadísticas — 
podría dar unas cuantas charlas sobre cómo hacerlo— y, en realidad, lo que nos interesa es que el 
sistema de evaluación esté basado en números objetivos, claros e indiscutibles. Eso puede ser así 
solamente si los datos provienen de un programa informático de gestión de las Fiscalías, que resulta 
imprescindible para mejorar la eficacia y la eficiencia del Ministerio Público. Si se le pregunta a un fiscal 
cuántas causas tiene, no va a saber responder; podrá decir que el año anterior dictó tantas vistas y 
este año tantas otras, pero no sabe cuántos expedientes tiene, ni cuántas causas tiene, ni en qué 
etapa están esas causas, si en presumario, en sumario o en ejecución, ni cuántas personas privadas 
de libertad hay a disposición de su Fiscalía, ni el tiempo que insume cada presumario o cada sumario, 
ni cuántas sentencias se dictaron en base a las acusaciones que hizo. No sabe nada de eso porque no 
tiene cómo saberlo, porque no se llevan registros. Por lo tanto, es absolutamente imprescindible 
instalar un programa informático, crear un sistema de gestión de las Fiscalías que permita contar con 
todos esos insumos para, entre otras cosas, mejorar la gestión. Por ejemplo, un fiscal penal podrá decir 
que tiene mucho trabajo porque el año anterior dictó tres mil vistas; ahora, si en un presumario dicta 
cuarenta vistas y va haciendo los pedidos en cascada, el número de vistas aumenta artificialmente. 
Otro ejemplo es el caso de un juez que para cada paso que da consulta al fiscal, o le da vista al fiscal 
por todo lo que hace —los abogados sabemos que esa clase de jueces existe—, el número de vistas va 
a aumentar considerablemente. Sin embargo, esto no refleja la efectiva labor; el número de vistas es 
solo un insumo que por sí solo no refleja la realidad de la Fiscalía. Por ende, necesitamos contar con 
ese sistema informático que permita, entre otras cosas, por ejemplo, eliminar lo que llamamos el 
“funcionario digitador”, que es quien digita e ingresa la vista que hace el fiscal, o sea, es alguien que en 
lugar de escribir a máquina —como se hacía antes— ingresa los datos a una computadora. Es absurdo 
seguir trabajando de esa manera en pleno siglo XXI. En cambio, mediante el sistema informático 
específico que mencioné, el fiscal dicta la vista y quedan registrados el día y la hora exacta en que se 
expidió el dictamen. Además, debería estar todo en red y contar con un sistema que compatibilice las 
notificaciones electrónicas del Poder Judicial con la agenda de los fiscales, etcétera, etcétera. 


Quiero señalar que estamos comenzando a trabajar en la elaboración de ese proyecto — 
hemos hecho los contactos necesarios con la Agesic mediante el Ministerio de Educación y Cultura— 
con los recursos de que disponemos, que, aunque son escasos, aspiramos a mejorarlos con la 
creación del Departamento de Informática, previsto en la Rendición de Cuentas, a los efectos de ver si 
podemos concursar para los fondos concursables de Agesic de manera de poder financiar la 


instalación del sistema. Ello nos va a servir para mejorar la eficacia y la eficiencia de nuestra gestión 
porque, una vez instalado, dispondremos de datos estadísticos confiables que van a conformar una 
cantidad de insumos que nos permitirán evaluar la labor del fiscal, no el contenido porque este entra 
dentro de la independencia técnica, pero sí el resultado del trabajo. Por ejemplo, vamos a poder saber, 
como dije, cuántos expedientes tiene, cuántos están en la etapa de presumario, cuántos en la de 
sumario, cuántos en ejecución, cuántas personas privadas de libertad están a disposición de la 
Fiscalía, cuánto tiempo demoraron los expedientes cada vez que ingresaron a la Fiscalía, cuántos 
pedidos de presumario hay, cuándo se pidió el archivo, cuándo se pidió el procesamiento, cuántas 
veces el Juez recogió el pedido de procesamiento y cuántas no, si apeló o no cuando el Juez dijo que 
no, y si apeló cómo le fue en la segunda instancia, etcétera. Todos estos datos estadísticos 
demuestran el grado de eficacia y de eficiencia del fiscal y nos van a permitir evaluar su trabajo. Ese 
resultado es el que pretendemos incluir como un insumo más del concurso. 


Ahora bien, todos sabemos que en el pasado hubo problemas con esto porque hay gente que 
entiende que este sistema vulnera su independencia. A este respecto, voy a contar una anécdota. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


—Teniendo en cuenta ese espíritu, aspiro —y me gustaría saber la opinión de los integrantes 
de la Comisión— a que ese sistema de evaluación de la gestión de los fiscales sea aprobado por ley, de 
forma tal que no quede ninguna duda de que se trata de una obligación legal. Si los señores 
Senadores están de acuerdo, comenzaríamos a trabajar en la elaboración de ese sistema y, 
eventualmente, en la redacción del proyecto de ley respectivo para que sea el Parlamento el que 
considere si esos parámetros objetivos y cuantificables son los más adecuados para el fin que fueron 
creados. 


En lo que respecta al incremento del número de funcionarios, ya hice referencia al 
impresionante aumento en materia de magistrados fiscales con la creación de 47 cargos de Fiscales 
Adscriptos; en materia de funcionarios de servicio, en la Rendición de Cuentas también fuimos muy 
bien tratados, tanto en lo que refiere a los cargos administrativos como a la creación del Departamento 
de Informática. Cabe aclarar que el Ministerio Público solamente cuenta con un idóneo en informática y 
para todo lo demás depende del Ministerio de Educación y Cultura. 


Por otra parte, se crea la figura del Fiscal Inspector, que tiene relación con uno de los puntos 
que planteamos para el plan, que es el adecuado control del cumplimiento de las obligaciones legales 
por parte de los funcionarios y de los magistrados. La realidad es que hoy día en el Ministerio Público 
nadie controla nada. En las Fiscalías no hay relojes y, supuestamente, cada fiscal controla la asistencia 
de sus funcionarios; digo “supuestamente” porque muchas veces el fiscal ni siquiera está en la Fiscalía; 
puede estar en una audiencia o en algún otro lugar. O sea que es prácticamente imposible el control. 
Estamos trabajando en forma conjunta con el Ministerio de Educación y Cultura para la instalación de 
relojes en todas las Fiscalías con un software que permita realizar el descuento correspondiente en 
forma automática cuando el funcionario no concurre a trabajar o llega tarde. Esto es complicado porque 
hay que vincularlo con el tema de los edificios, al cual me voy a referir más adelante. 


En definitiva, el objetivo de la figura del Fiscal Inspector es controlar el cumplimiento de las 
obligaciones, fundamentalmente por parte de los fiscales. Entre estas obligaciones, están la de 
residencia, la de asistencia y la de concurrir a las audiencias, que se va a implementar ahora. 


Este método de comenzar a controlar forma parte de la política de gestión de recursos 
humanos y está relacionado con algo que planteamos en el mes de marzo cuando concurrimos: que, 
en definitiva, íbamos a apelar a la responsabilidad. Y como la responsabilidad es la contracara de la 
independencia, íbamos a exigir el cumplimiento de las obligaciones. Por ejemplo, acabamos de hacer 
una gira por las Fiscalías de todo el país —en realidad, no hemos finalizado porque nos quedan San 
José y Ciudad de la Costa— con el objetivo de conocer todos los locales, los funcionarios y los fiscales. 
Es una experiencia bien interesante porque se logra tener una verdadera dimensión, más allá de los 
números, sobre la realidad del Ministerio Público. En esa gira constatamos algunos incumplimientos, 
un aflojamiento de las cinchas —por decirlo de alguna manera-— en lo que respecta a la obligación de 
residencia. Ante eso, emitimos un acto administrativo por el cual otorgamos un plazo para regularizar 


esa situación. Pensando en quienes pueden tener contratos de alquiler vigentes y contemplando todas 
las posibles hipótesis, el plazo que dimos fue de seis meses. Lo que hicimos fue interpretar el artículo 
de la ley que refiere al lugar donde tiene asiento la Fiscalía: una villa, un pueblo, una ciudad o 
determinada circunscripción geográfica. No olvidemos que hay una zona metropolitana; por tanto, 
exigir que el Fiscal Departamental de Montevideo no viva en Las Piedras o en Ciudad de la Costa, o 
que este que no viva en Montevideo, sería absurdo. En el interior hay determinadas comunidades 
geográficas, como por ejemplo, Dolores-Mercedes, Fray Bentos-Mercedes, Young-Paysandú, Durazno- 
Flores, conformadas por ciudades que están muy cercanas y que el traslado de una hacia otra insume 
muy poco tiempo. Entonces, dispusimos un radio de 60 kilómetros, de manera que el fiscal no pueda 
residir —no vivir, sino residir—- a más de 60 kilómetros de la sede física donde se asienta su Fiscalía. 
Con eso contemplamos la zona metropolitana y las comunidades que se forman en el litoral y en el sur 
del país, y en ese plazo de seis meses se emiten declaraciones juradas. Ahora bien, vencido el plazo, 
se ejerce el mecanismo de control; se escucharán la quejas desde lejos, pero el control se va hacer a 
muerte, porque es una obligación establecida por ley, que no es de libre disposición, o sea, como 
jerarca, tengo la obligación de controlar el cumplimiento de las obligaciones que tienen los funcionarios. 
En ese marco, la figura del Fiscal Inspector facilita muchísimo la realización de esas tareas. 


Con respecto a la capacitación, en la Rendición de Cuentas planteamos la transformación de 
la Unidad de Capacitación; en realidad, lo que pretendíamos era que fuera creada por ley, ya que había 
sido creada por decreto, a los efectos de que pudiera ser una contrapartida en los proyectos 
internacionales de cooperación, que es una exigencia de la Unión Europea. Entonces, lo que la ley 
hace es transformar una unidad en centro —creo que es así—, lo que le da apoyo normativo, que es 
importante para los convenios de cooperación. Lamentablemente, este es un momento complicado en 
materia de cooperación internacional en virtud de las crisis de Europa y de Estados Unidos. Aunque 
aún siguen existiendo fondos, cada vez son más menguados, pero igualmente aspiramos a trabajar en 
el área de la capacitación. 


Quisiera hacer mención también al tema del soporte administrativo. Otra de las cosas por las 
que nos hemos preocupado es por darle a los fiscales el soporte administrativo como para que puedan 
realizar mejor su gestión. 


En otro orden de cosas, me voy a referir al tema edilicio. En realidad, es un drama porque el 
Ministerio Público posee una sola casa —muy linda pero a esta altura del partido resulta chica— en la 
que tiene asiento la Fiscalía de Corte. Es el único edificio de propiedad del Ministerio Público; los 
demás son todos alquilados. La cifra que se paga por concepto de alquiler es demencial, con la 
agravante de que para poder cumplir con la obligación de que los fiscales concurran a las audiencias, 
estamos procurando mudar las Fiscalías Penales hacia la Ciudad Vieja y las Fiscalías Civiles —que 
funcionan en un edificio de la Ciudad Vieja que está en muy malas condiciones— hacia la zona de la 
calle Valparaíso, que es donde están los Juzgados de Familia. Además, aspiramos a que la Fiscalía de 
Corte esté en el mismo edificio que los servicios administrativos, porque es una realidad que a veces el 
Fiscal de Corte se encuentra a diez cuadras de donde están estos, lo que se traduce en un despilfarro 
de esfuerzos. A su vez, necesitamos determinar cuáles son los edificios para poder instalar la red de 
Agesic y todas las redes informáticas, incluso hasta la fibra óptica para la utilización de los relojes, pero 
tenemos un problema importante que tiene que ver con los costos: primero, no hay construcciones 
apropiadas y, segundo, por las que hay se están pidiendo precios bastante disparatados. Es cierto que 
ese monto no sale del presupuesto del Ministerio Público sino de Rentas Generales pero procuramos 
hacer un uso medianamente razonable de los fondos de todos. En promedio, están pidiendo US$ 
13.000, US$ 15.000 y hasta US$ 20.000 por mes, cifras que parecen bastante disparatadas. Sería 
bueno que en algún momento comenzáramos a pensar en adquirir un edificio y refaccionarlo, lo que si 
bien implica una inversión inicial, a la larga, redunda en un mejor uso de los dineros públicos, por lo 
menos en mi opinión. 


En el marco de la reestructura del Estado, estamos trabajando en la reestructura de los 
servicios administrativos, pero eso va a depender un poco de nuestro destino institucional final, que 
aún no lo sabemos. En ese sentido, nuestra aspiración es que en algún momento podamos discutir 
sobre el tema. 


También estamos trabajando con el Ministerio del Interior, sobre todo en materia penal y de 
adolescentes. Hemos logrado la firma de un convenio entre la Suprema Corte de Justicia y esa 


Secretaría de Estado para emitir una circular que reitera una vieja circular de la época del Ministro 
Stirling, mediante la cual la Policía, una vez que informa al juez, informe al fiscal toda vez que haya una 
constitución, un emplazamiento o que haya citados o conducidos al otro día. Asimismo, estamos viendo 
la posibilidad de dar a los fiscales penales y a los fiscales en materia de violencia doméstica el acceso 
a la red del sistema de gestión de seguridad pública del Ministerio del Interior, que es bastante 
completo, de forma tal de que el fiscal tenga acceso a toda la información que maneja esa Cartera con 
relación a un hecho determinado, que lo pueda hacer on line y que no tenga que estar, como a veces 
sucede hoy día —algo totalmente dantesco—, esperando a que llegue el funcionario policial con el 
memorándum para poder empezar a trabajar porque está el detenido, los testigos pero no llegó el parte 
policial. De todas maneras, ese memorándum policial siempre es un resumen de lo actuado, y nosotros 
queremos que el fiscal tenga acceso a todo lo actuado, incluso a los bancos de datos asociados. 


Esto es lo que queríamos trasmitir a los integrantes de la Comisión en cuanto a lo que hemos 
hecho, pero a su vez me gustaría conocer su opinión sobre algunos temas que he planteado como 
para poder seguir trabajando. 


Por otra parte, quedo a las órdenes para contestar alguna duda acerca de las solicitudes de 
venias que la Comisión tiene a consideración o de los traslados que se han realizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría trasmitir al señor Fiscal de Corte que el espíritu de la Comisión ha 
sido el de total apoyo a su gestión. El solo acto de conceder al Poder Ejecutivo la solicitud de venia 
para su nombramiento lleva implícita una dosis de confianza. En consecuencia, quiero trasmitirle —esto 
lo hemos conversado entre los integrantes de la Comisión— nuestra disposición de acceder a los 
requerimientos que plantea, cuando las disposiciones legales así lo indican. 


Desde ese punto de vista, queremos decirle que las venias solicitadas para el nombramiento 
de los fiscales ya han sido acordadas y, con toda seguridad, se van a tratar la semana que viene. Nos 
parece muy importante y positivo este intercambio que surge a iniciativa del propio Fiscal de Corte. 
Integré otras Comisiones de Asuntos Administrativos y nunca nos habían solicitado una reunión para ir 
evaluando la marcha del Ministerio Público. En primer lugar, estamos agradecidos por la oportunidad 
de llevar a cabo este intercambio; y, en segundo término, queremos manifestarle nuestra voluntad de 
apoyo para llevar adelante las iniciativas que considere importantes. 


También quisiera decirle al Fiscal de Corte que, en lo personal, entiendo que todas las 
iniciativas en las que cree necesaria la intervención del Poder Legislativo, refuerzan aún más los 
métodos de selección y de ascensos, así como también la transparencia y cristalinidad en la marcha 
del Ministerio Público. 


En cuanto a las venias para nombrar a los nuevos fiscales, entiendo que una ley que 
establezca sistemas de evaluación, siempre va a ser bienvenida. Aquí hemos tenido nuestras 
experiencias con relación a las evaluaciones y hemos visto que indicar los criterios para evaluar al 
personal es complejo y difícil; uno de los grandes problemas es quién evalúa a los evaluadores. Por 
eso, nos parece muy interesante la posibilidad de tener acceso a un programa informático objetivo, que 
colabore con la medición de esos indicadores. 


SEÑOR PENADÉS.- Estoy totalmente de acuerdo con las palabras del Presidente y, por ello, las hago 
mías. No obstante, quisiera manifestar nuestra satisfacción por la visita del señor Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación a esta Comisión con el fin de construir un diálogo, que me parece 
muy positivo. 


Con relación a las venias, creo que el testimonio más fiel del apoyo que esta Comisión le 
está dando al Fiscal y a su gestión es la utilización del fast track; de esa manera, y en la búsqueda de 
facilitarle la tarea, las venias salen con cierta rapidez del Senado. 


Quiero dejar constancia, al igual que el Presidente, que me parecen muy interesantes todos 
los cambios propuestos. Además, creemos que todo lo que es necesario hacer mediante una ley, se 
debe hacer por ley, y en todo lo que no sea necesaria una ley, no habrá ley. Pero si esta sirve para que 


quede claro que detrás hay un respaldo jurídico y político, deberá haber ley. Ejemplos de gestiones 
bien intencionadas en un principio que luego no contaron con la claridad que deberían haber tenido en 
el marco legal, ya los vivimos y no sería bueno repetir esas experiencias. 


Entonces, hasta por ser precavidos, comparto la visión del propio Fiscal de Corte de remitir a 
consideración del Parlamento un proyecto de ley que pueda enmarcar estas ideas que consideramos 
pertinentes —-y algunas imprescindibles—, producto de algunos datos que el señor Fiscal de Corte nos 
brinda y que son realmente sorprendentes. El hecho de que hoy un fiscal no pueda brindar información 
sobre cuántos asuntos tiene a consideración su Fiscalía, es un dato que no habla de mala intención o 
mala gestión, sino de la realidad que debemos empezar a cambiar y combatir frontalmente en pos de 
una mayor tecnificación de lo que es el sistema judicial de nuestro país. Solamente quería dejar 
sentadas estas constancias. 


Desde ya adelanto la opinión de los Senadores del Partido Nacional en el sentido de que se 
envíe lo antes posible un proyecto de ley estableciendo concursos y todos los requerimientos que el 
Fiscal nos ha relatado, que son necesarios para una debida y transparente gestión de evaluación. El 
que se haga por ley, es un camino inteligente y adecuado para disipar cualquier otro inconveniente que 
se pueda suscitar. 


También quisiera manifestarle al Fiscal que no dude en venir a conversar con nosotros, 
como lo ha hecho en el día de hoy, para evacuar dudas que podrían generar inconvenientes. 
Considero que el diálogo debe ser lo más fluido posible, respetando las independencias que le caben a 
la Fiscalía de Corte y a los fiscales con relación a los asuntos técnicos. Entendemos necesario evacuar 
toda duda por ley, de modo de evitar malos entendidos o interpretaciones que induzcan a pensar que 
esta gestión de tecnificación es una presunta vulneración a la independencia técnica de los fiscales 
que, por supuesto, respetamos y creemos imprescindible. 


Termino diciendo que me parecen muy buenas las ideas planteadas y que comparto lo que 
decía el señor Presidente con relación al mecanismo para trabajar. 


A su vez, aprovecho la oportunidad para requerir una respuesta, aunque no sería para hoy. 
Cuando hicimos los acuerdos en temas judiciales relativos al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
a la Suprema Corte de Justicia y al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, en esta 
Comisión trabajamos sobre la necesidad de conocer una respuesta de la Bancada de Gobierno sobre 
un asunto radicado en la Comisión de Constitución y Legislación: la definición técnica de dónde ubicar 
a la Fiscalía de Corte. Si bien hay un proyecto del señor Senador Pasquet y alguna idea de algún 
Senador del partido de Gobierno en cuanto a la creación de un Ministerio de Justicia y, además, si bien 
conocemos la opinión del Fiscal de Corte —-que la ha expresado públicamente—, amigablemente 
decimos que sería bueno, antes de terminar este período, tener una respuesta en ese sentido ya que 
forma parte del compromiso que nos permitió viabilizar un acuerdo que seguimos considerando que fue 
tremendamente positivo y oportuno. Además, creemos que en el futuro debemos transitar ese camino. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tanto el Presidente de la Comisión, como el Senador Penadés me 
adelantaron el camino respecto de lo que iba a decir. Por tanto, hago míos los conceptos que han 
vertido sobre la actuación del Fiscal de Corte y la Fiscalía y manifiesto mi total satisfacción. 


Hemos seguido atentamente toda su exposición, así como sus declaraciones públicas, que 
siempre son muy medidas, yendo, como corresponde, hasta el límite de la actuación —podríamos decir 
que para en el momento justo— cuando se le pregunta sobre temas que son parte del debate político. 
Por ello, estamos más que conformes, sobre todo, por el hecho de que todos los partidos políticos con 
representación parlamentaria hemos apoyado su designación. 


También teníamos anotado pedir una respuesta sobre la ubicación institucional de la Fiscalía 
de Corte, pero el Senador Penadés nos ahorró tiempo. 


Solo me restan hacer algunas preguntas, aunque aclaro que son sin ánimo de controvertir 
nada. Nos parece muy buena la presencia de los fiscales en las audiencias. Creo recordar que cuando 


se redactó el Código General del Proceso los doctores Torello, Gelsi Bidart y Nicoliello estamparon en 
su mensaje inicial que en el tema procesal el tiempo es más que oro, es justicia, y la presencia y la 
inmediatez se dio a partir de la aprobación del Código General del Proceso. Es más, en el proceso civil 
ayudaría muchísimo y creo que es un gran acierto. Sin embargo, tengo mis dudas en lo que refiere a la 
sanción: si con responsabilidad administrativa o con nulidad del acto. En realidad, ¿cuándo afecta al 
justiciable y cuándo no? Si el resultado del acto fue contrario al interés del justiciable, obviamente, que 
lo va a beneficiar y supongo que estadísticamente en un 50% y 50% los actos benefician al justiciable o 
lo perjudican, según la resolución que se tuvo en el acto. Algo que creo que le ha hecho muy bien al 
ejercicio de la abogacía en Uruguay es la sanción que tenemos los abogados cuando no concurrimos a 
la audiencia, que es durísima. Recuerdo que hace unos días se supo de un caso notorio de un 
reconocido relator de fútbol que no se hizo presente en una audiencia. También todos sabemos lo que 
corremos para estar a tiempo en una audiencia. Tengo la duda, entonces, en cuanto a si es suficiente 
como sanción solo la responsabilidad administrativa. A mi juicio, creo que también depende de cómo se 
aplica la responsabilidad administrativa y sería bueno saber si hay algún paso más sobre cómo se va a 
hacer efectiva. Si es una anotación en un legajo solamente, será como nada porque, quizás, en el 
momento, al verlo anotado en un legajo la persona no lo valora como debe. Si hay una etapa posterior 
sobre la responsabilidad administrativa, sería bueno conocerla. 


Entiendo que es muy buena la aspiración de lograr que todos los cargos se llenen por 
concurso, pero también creo que es sano no solo considerar el concurso. Veo que empezamos 
hablando de méritos más concursos y después agregamos evaluación de gestión. Los méritos son, 
entre otros, los cursos hechos pero uno piensa que quizás la evaluación de la gestión y los méritos 
van muy de la mano porque mientras se va haciendo la gestión, se va capacitando. También veo muy 
positivo que se haga por ley. Sería bueno si el Fiscal pudiera adelantar algo sobre ese sistema de 
evaluación para conocer más acerca de cómo se piensa evaluar. Él habló del sistema de Chile, pero 
también está el tema que mencionaba el señor Presidente con relación a quién evalúa a los 
evaluadores. Ahí hay todo un tema y entra en juego la respuesta que estamos esperando sobre cuál es 
la ubicación institucional. A mi juicio, un proyecto de ley para la evaluación de los fiscales y para su 
capacitación tiene que estar metido dentro de la ubicación institucional. En ese sentido, nuestra 
preocupación -que no es nueva porque se la hemos manifestado al Fiscal de Corte en alguna otra 
ocasión en que ha venido a la Comisión— apunta a que esté lo menos contaminada posible desde el 
punto de vista político. Obviamente que al integrar un Poder del Estado, y no ser independiente, 
siempre existe la sospecha —no es que vaya a suceder— de que en las evaluaciones se afecte el 
sistema; de ahí la importancia de la ubicación institucional. 


Por último, en el reparto de trabajo, me ha tocado informar sobre dos venias. Obviamente, 
cuando uno las analiza no puede más que corroborar la forma de razonamiento del Fiscal de Corte 
para la evaluación. Al respecto, tengo dos preguntas. Se trata de dos Secretarias Letradas: una que 
está trabajando en Colonia y la otra en Montevideo. A la de Colonia la mandan a Artigas como Fiscal 
Letrada y a la de Montevideo, a Colonia. La primera pregunta es la siguiente. Puesto que una de ellas 
ya estaba viviendo y trabajando en Colonia, ¿por qué no se la ubica en ese departamento en vez de 
mandarla a Artigas? Supongo que no debe ser fácil que una Secretaria Letrada de Montevideo se 
traslade a Artigas y sí más fácil que vaya a Colonia. Por otra parte, en la documentación que nos 
enviaron, al final de los currículos —uno los mira cuando debe informar—, el punto 14, relacionado con 
los deméritos, está en blanco y luego dice: “Los datos de la carrera, méritos y deméritos funcionales 
serán completados con el respectivo legajo en la Fiscalía de Corte”. Si hay datos de la carrera, méritos 
y deméritos funcionales en el legajo, uno piensa si no debiéramos recibirlos para seguir el 
razonamiento del Fiscal de Corte. Aclaro que estoy dispuesto a votar esta venia para no demorar más 
las cosas pero creo que en el futuro, si existen esos datos, sería bueno que nos llegaran —salvo que se 
trate de algo secreto— porque nos ayudarían a formarnos una mejor opinión. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- También quisiera agradecer al Fiscal de Corte por su exposición y por 
mantenernos informados. Me parece que en la actitud de venir está implícita la posibilidad de hacer un 
intercambio que a nosotros nos sirve mucho. También estoy de acuerdo con establecer por ley lo que 
sea necesario y lo que quede más sólido, porque eso evitaría problemas a futuro y puede llamar al 
orden. 


Me gustaría detenerme un poco en el sistema de evaluación, que me preocupa, no solo en el 
caso de la Fiscalía de Corte, sino en todo el Estado. Este es un problema mucho más general. 


Recuerdo que hace mucho tiempo oí una exposición muy interesante del entonces Senador Correa 
Freitas sobre el tema de las dificultades para realizar las mediciones. Una medición bien hecha resulta 
muy útil y aporta determinados resultados estadísticos que nos pueden ayudar a seguir evolucionando 
en el sistema, más allá del tema específico referido a las calificaciones. Si hay algún elemento que se 
repite o si se da alguna situación, podemos hacer ciertas mediciones que hacen al sistema y que son 
independientes del funcionario. El funcionario es parte de un todo; entonces, desde ese ángulo, me 
parece muy importante. Después veremos cómo se va a hacer el mix entre oposición, méritos y 
sistema. Repito que no soy experta en el tema y por eso tengo esa preocupación. 


Por otra parte, quería preguntar qué grado de ausentismo hay en la Fiscalía de Corte, un 
tema que hemos detectado en varios organismos del Estado. Mientras se daban las cifras sobre las 
vacantes que hay, yo pensaba si además a eso se tenía que sumar el ausentismo, con qué 
disponibilidad de personal se podía contar. Es verdad lo que decía el Senador Penadés: nosotros 
debemos tomar una decisión en cuanto a la ubicación de la Fiscalía de Corte, porque es 
imprescindible y creo que va a ayudar a la implementación dentro del sistema. Me parece que está en 
el fondo de todo esto poder tomar esa decisión porque va a incidir, entre otras cosas, en la 
implementación del programa informático de la Fiscalía e incluso en esta dificultad para realizar los 
llamados. Estas discusiones no son sencillas, pero hablamos de algo que está en el fondo del tema y 
hay que resolverlo de una buena vez, tomando un camino. 


Creo que todo este sistema va a dar más eficiencia a la Fiscalía y hará que la función se 
desarrolle lo mejor posible; en este marco, el obtener todos esos datos estadísticos que son necesarios 
para después poder ir a los futuros diseños, será de gran ayuda. 


Por último, voy a mencionar algo que no logro explicarme, pero que se da en el Estado. 
Todos los organismos públicos tienen propiedades, algunas de ellas sin utilización. La tarea de buscar 
algún edificio público para transferir de un lugar a otro se vuelve un castigo; pero, en todo caso, a 
veces se logra. Creo que hay edificios públicos que pertenecen a otros organismos —por ejemplo, a 
Ancap o al que fuere— y no están siendo utilizados; están allí, en barbecho. Y si observamos el actual 
costo de los alquileres, lo primero que pensamos es: ¡por favor! Pero, además, pensemos en la misma 
presencia de la Fiscalía y recordemos que la sede de un organismo es algo gráfico para el ciudadano y 
forma parte de esos símbolos que la gente debe tener. 


Entonces, hay que contemplar y tener en cuenta esa posibilidad o ese recurso; una vez 
descartado, deberá pensarse en la compra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Fiscal de Corte, quiero mencionar tres 
asuntos que el Poder Legislativo está tratando y que, de alguna manera, directa o indirectamente, 
tendrán algún impacto. Uno de ellos es la reforma del Código del Proceso Penal, con respecto a la cual 
el doctor Díaz ya ha adelantado su opinión, que todos conocemos. Lo que se discute es, sobre todo, la 
entrada en vigencia del nuevo Código, que según la opinión mayoritaria será en 2015 o 2016. Quería 
trasmitir esto al doctor porque ¡vaya si cambiarán las condiciones de los procesos! Seguramente, los 
fiscales enfrentarán situaciones sustancialmente distintas. 


Otro tema importante es la reforma del Código General del Proceso. Prima facie nos pareció 
que se trataba simplemente de una adecuación o actualización de terminología, pero a medida que nos 
fuimos introduciendo en su estudio, empezamos a ver algunas cosas realmente pesadas, por lo que 
hemos llamado a expertos en el tema para que nos asesoren bien. Los Diputados trabajaron más de 
un año en este tema y finalmente aprobaron la iniciativa, por lo que ya cuenta con media sanción. 


Un tercer asunto es el Estatuto del Funcionario Público, que está siendo discutido y, sin 
duda, tendrá su impacto en todo esto. 


Digo esto simplemente para que se lo tenga en cuenta. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero decir —porque olvidé hacerlo en oportunidad de mi intervención que 
coincido plenamente con el doctor Díaz en cuanto a que toda designación de Fiscal necesita venia del 


Senado. No me cabe la menor duda acerca de que se requiere venia, salvo que se trate de traslados 
de carácter horizontal. 


SEÑOR DÍAZ.- En lo personal y como jerarca de la institución, considero que la venia del Senado es 
un elemento más, que me da mayor tranquilidad. 


A continuación voy a referirme a algunos de los planteos que se han realizado. 


El tema de la ubicación de la institución es de carácter político. Ya he dado mi opinión al 
respecto, por lo que no voy a repetirla. Se trata de algo que debe definir el Parlamento; nadie más 
puede hacerlo. 


Nosotros asumimos una institución que es una unidad ejecutora del Ministerio y hemos 
procurado avanzar en su modemización, siempre dentro de los marcos legales con los que contamos 
ahora. Esto está relacionado, aunque solo en parte, con el sistema de gestión y con el de evaluación. 
Con respecto al sistema de evaluación, debemos aprobar indicadores que sean objetivos, 
cuantificables y determinen la eficiencia y eficacia del trabajo del fiscal. Entendemos que la prueba que 
se rinde en un concurso demuestra, de alguna manera, la capacidad que un determinado fiscal tiene al 
momento de ser evaluado. Los méritos, por su parte, muestran los cursos que hizo, es decir, la 
capacitación que tiene ese fiscal. Ahora bien, a esto queremos incorporar cuál ha sido la eficiencia y 
eficacia de la labor de ese fiscal en la cancha, por decirlo de alguna manera. ¿Para qué? Para no 
correr el riesgo de que solo haya muchos méritos o el fiscal simplemente sea muy buen estudiante y le 
vaya bien en la prueba; además de todo esto buscamos que sea un buen fiscal. 


En cuanto a los indicadores en materia de eficacia y eficiencia que se manejan a nivel 
internacional, podemos decir lo siguiente. En Chile, por ejemplo, existe un proceso acusatorio y es el 
fiscal el que dirige la investigación; así pues, la Fiscalía chilena toma en cuenta el éxito o el fracaso de 
la investigación que el fiscal lleva adelante. Se tiene en cuenta cuántas investigaciones terminaron de 
manera positiva, cuántas formalizaciones hubo —allí no existe el auto de procesamiento—, cuántas 
acusaciones y, entre estas últimas, cuántas fueron recogidas, cuántas sentencias de condena obtuvo y 
cuántas fueron las absoluciones; además, qué tiempo le llevó la investigación, cómo se utilizaron los 
recursos disponibles, si concurrieron o no a todas las audiencias y qué cantidad de estas se hicieron en 
un determinado plazo. En fin, se trata de indicadores objetivos que no implican inmiscuirse en la 
independencia técnica del fiscal. Cuando hablamos de independencia técnica nos referimos a aquella 
que lo habilita a decidir libremente qué hacer en el caso concreto. Obviamente, esta independencia no 
está en tela de juicio, ni siquiera lo está en aquellos países donde el Fiscal General tiene facultades de 
instrucción; incluso en los sistemas donde el Fiscal General dicta instrucciones, estas son generales. 


En definitiva, lo que queremos evaluar es la eficiencia y la eficacia del fiscal, no el contenido, y 
eso lo haremos siendo una unidad ejecutora del Ministerio; si luego logramos mayor independencia, 
mejor aún. 


Quería retomar el tema de la sanción. Pienso que el sistema ideal sería sancionar con la 
nulidad del acto, pero en fin, “Piano piano, si va lontano”. empecemos por esto y luego avancemos, 
porque es evidente que en una reforma del Código del Proceso Penal y en un sistema acusatorio, 
necesariamente se va a sancionar con la nulidad del acto. Responsabilidad administrativa va a existir; 
se va a controlar y se va a sancionar. ¿Cuándo? Cuando haya una inasistencia injustificada, por 
ejemplo. Obviamente, se lo hará de manera gradual; primero se observará, pero si el incumplimiento es 
contumaz, se puede llegar a la destitución. En el proyecto original habíamos incluido el concepto de 
que fuera falta grave, pero en el texto aprobado por la Cámara de Representantes se habla de 
responsabilidad administrativa. En realidad está bien, porque en última instancia la graduación de la 
sanción siempre es una potestad del jerarca. 


Ingresando ya en otra cuestión, decimos que la gran mayoría de los cargos que se crean por 
Rendición de Cuentas son para el interior. En todo esto, el interior es el gran desprotegido. Por eso 
aspiramos a que cada unidad fiscal tenga un Fiscal Jefe, que será el Fiscal Nacional en Montevideo y 
el Fiscal Departamental en el interior, y que a su vez cuente con dos Fiscales; por lo tanto, en 


Montevideo serán el Fiscal Nacional, un Adjunto y un Adscripto, y en el interior serán un Fiscal 
Departamental y dos Adscriptos. La idea es que también los Fiscales del interior cumplan con la 
obligación de ir a todas las audiencias. En realidad, hoy en el interior es donde más se cumple, pero no 
cuentan con los recursos humanos suficientes; no olvidemos que el Fiscal Departamental, además de 
intervenir en asuntos penales, interviene en cuestiones de adolescentes, de Aduana —fuera del 
departamento de Montevideo y Canelones— y también en asuntos de violencia doméstica y de familia. 
Entonces, la diversidad y el volumen de trabajo es mucho mayor. Es por eso que la mayoría de los 
cargos son para el interior del país. 


Quisiéramos plantear alguna idea relacionada con el sistema de subrogaciones, que también 
implicaría una modificación de la Ley Orgánica. 


Hoy en día cada Fiscal debe ser subrogado por otro fiscal de la misma categoría. En 
Montevideo el tema es relativamente fácil porque están todos dentro de la misma ciudad, aunque 
cuando hay subrogaciones prolongadas, la situación se complica un poco. Ahora bien, en el interior el 
problema es mucho más grave. En determinados lugares donde hay Fiscalías únicas —como por 
ejemplo, Chuy, Dolores, Río Branco y Bella Unión—, donde los cargos son de ingreso, cada vez que se 
produce un traslado horizontal y surge la vacante, hay una ventana de tiempo importante en que esa 
Fiscalía está acéfala y debe subrogar un fiscal que está en otra ciudad. Entonces, lo que hoy se hace 
en audiencia, a través del Secretario —me refiero a los expedientes— sale, pero para todo lo que no se 
hace en audiencia, el expediente tiene que viajar, por decirlo de alguna manera. Por ejemplo, hoy en 
Chuy los expedientes deben ir hasta Rocha para que el Fiscal respectivo firme. En suma, se da una 
situación que perjudica notoriamente a los justiciables. 


En este marco, una de las cosas que planteamos es la modificación del régimen de 
subrogación. En definitiva, si vamos a tener Fiscales Adscriptos, pedimos que en caso de vacancia o 
de una licencia prolongada, puedan subrogar la titularidad, de manera de evitar ese trasiego de 
expedientes que se da a lo largo y ancho del país, porque con eso el que siempre pierde es el 
justiciable. 


En cuanto al sistema de venias, debo decir que ignoro lo que sucedió en este caso porque 
nuestra idea es mandar toda la información. Analicemos los hechos: hicimos una propuesta que fue 
remitida al Ministerio de Educación y Cultura; luego, este la reformuló, hubo un acto del Ministro y 
después pasó por Presidencia, donde simplemente se firmó. En el Ministerio hubo una modificación, no 
sustancial, pero sí en cuanto a la forma y eso es lo que en definitiva llegó al Senado. Personalmente 
me pondré en contacto con el Ministerio a fin de que se remita toda la información. De cualquier modo, 
para tranquilidad de los señores Senadores puedo decir que ninguna de las personas propuestas tiene 
deméritos en su hoja funcional y no hay razón de reserva que impida que, de existir alguno, conste allí. 
Pensemos que tampoco los deméritos deben ser per secula seculorum, porque una persona puede 
haber sido objeto de una sanción administrativa en algún momento y luego desempeñarse como un 
muy buen funcionario. 


Con relación a las propuestas para las vacantes de Colonia y Artigas, señalamos lo 
siguiente. Si bien a los señores Senadores les llegaron juntas, lo cierto es que fueron hechas por el 
Fiscal en tiempos diferentes porque las vacantes se generaron en tiempos distintos: primero se 
produjo la de Colonia y después la de Artigas. Por otro lado, cada una de las Secretarias Letradas que 
se proponen posee experiencia de distinto tipo. Y acá hay una realidad que también es importante 
tener en cuenta: no es lo mismo ser Secretario o Fiscal Adscripto en el interior que en Montevideo. En 
general, los Fiscales Departamentales asignan a sus Secretarios o futuros Fiscales Adscriptos, las 
tareas vinculadas al área de familia o de violencia doméstica y no los asuntos penales. Diferente es la 
situación en la capital. La doctora Viera, Secretaria Letrada de Montevideo, trabajó en dos Fiscalías: la 
de Aduana, con la doctora Laura Llambí, y también en la Fiscalía Penal, con el doctor Ariel Cancela. 
Estamos hablando de dos importantes Fiscales Nacionales, uno de los cuales, la doctora Llambíi, 
lamentablemente ya se jubiló. En fin, el hecho de haber trabajado con estos Fiscales otorga un 
significativo grado de experiencia en el manejo de las situaciones. No olvidemos que cuando ascienden 
pasan a Departamentales y allí el área que manejan específicamente es la penal. 


Esto fue, pues, lo que se tuvo en cuenta, sin perjuicio de que hay otra cuestión que también es 
importante y debe ser considerada: que si bien Colonia está muy cerca de Montevideo, allí hay una 
Fiscalía única, mientras que en Artigas hay dos Fiscalías y tienen turnos. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Hay una sola Fiscalía en Colonia? 


SEÑOR DÍAZ.- Así es. En la ciudad de Colonia hay una sola, mientras que en el departamento hay un 
total de tres: una en Rosario, otra en Colonia y la tercera en Carmelo. Sucede que la distribución 
geográfica de los habitantes del departamento es bien particular y totalmente diferente a las del resto 
del interior. Precisamente, en los demás departamentos, salvo en Canelones, la mayoría de las 
Fiscalías están ubicadas en la capital y se establece un turno. Ahora bien, en el caso de Colonia no hay 
turno y, además, el Fiscal debe subrogar a sus colegas de Rosario y de Carmelo un fin de semana por 
mes. Como son Fiscalías de turno único, se les da libre un fin de semana al mes. 


De manera que la Fiscalía de Colonia se encuentra en una ciudad linda y cerca de 
Montevideo, pero no resulta muy apetecible —por decirlo así- debido al volumen y las condiciones de 
trabajo. 


No quiero dejar de mencionar que tenemos un alto grado de ausentismo motivado, entre 
otras cosas, por razones de edad. Esto, sumado al tema de las vacantes, se vuelve bien importante. 


Con relación a las propiedades, existe el problema de que cuando uno pregunta a los demás 
organismos del Estado si tienen algo libre, la respuesta es negativa. Entonces, la situación es muy 
difícil. Estoy de acuerdo con los conceptos vertidos por la señora Senadora Topolansky; de hecho, 
siempre manejo el ejemplo de la religión católica y las catedrales: la presencia impresionante de la 
catedral frente a la plaza principal de cada localidad da una dimensión de presencia bien importante a 
la institución, en este caso a la religión católica, que hace ya dos mil años que está entre nosotros. 


Entonces, es claro que me parecería buena cosa buscar un local que, inclusive, pudiera 
albergar a la mayor parte de las Fiscalías, dado que ahorraríamos tiempo y dinero y necesitaríamos 
menos funcionarios. 


Por otro lado, estamos trabajando en algunos ajustes a la reforma del Código del Proceso 
Penal presentada por la Comisión designada a esos efectos. Se trata de modificaciones pequeñas; 
entendemos que algunas de ellas pueden llevar a que el sistema sea un poco más acusatorio que el 
propuesto, mientras que otras permiten algunas salidas extraordinarias al mismo. No hay que olvidar, 
por otra parte, la reforma del Código Penal, sobre la cual tenemos algunas diferencias que son ya más 
de fondo, que oportunamente trasmitiremos. 


Ha sido un placer concurrir a este ámbito. Me parece que instancias como esta muestran una 
concepción democrática y de Estado con la que queremos revestir a la institución. Por lo menos para 
mí, esto es muy importante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la comparecencia del señor Fiscal de Corte, con quien 
nos mantendremos en contacto. 


(Se retira de Sala el señor Fiscal de Corte y 


Procurador General de la Nación, doctor Jorge Díaz.) 


—Dese cuenta de un asunto entrado. 


(Se da del siguiente:) 


“Carpeta N* 1055/2012.- Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita venia para designar 
en el cargo de Fiscal Letrado Departamental de Mercedes de Primer Turno (Escalafón 'N' Magistrados), 
a la doctora Gabriela Margot Yanieri González. Distribuido N* 1797/2012.” 


Si no hay objeciones, se propone al señor Senador Penadés para elaborar el informe 
respectivo. 


(Apoyados.) 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: tenemos a consideración dos solicitudes de venia del 
Poder Ejecutivo para designar cargos de Fiscal Letrado Departamental, sobre las cuales consultamos 
al señor Fiscal de Corte. Se trata de las doctoras Alicia Beatriz Abreu Rivero, propuesta para el cargo 
de Fiscal Letrado Departamental de Artigas de Primer Turno, Escalafón N, Magistrados, y Darviña 
Shirley Viera Negrín, propuesta para el cargo de Fiscal Letrado Departamental de Colonia, Escalafón 
N, Magistrados. Previo a estas solicitudes se hizo un llamado a aspirantes entre los Fiscales Letrados 
Adjuntos y ninguno se presentó, por lo cual se hizo un llamado entre los Secretarios Letrados, al que 
se presentaron estas funcionarias y el proceso continuó de la misma forma que en el caso de otros 
ascensos. 


En lo que a mí respecta, no veo ningún tipo de objeción para conceder la venia solicitada, ya 
que ambas tienen un muy buen currículo y están especializadas en violencia doméstica. Solo faltaría 
un documento pero el señor Fiscal de Corte señaló que en sus legajos no hay deméritos. 


Por lo tanto, sugiero conceder esta solicitud de venias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Senador Bordaberry será el Miembro Informante. 


SEÑOR PENADÉS.- Con relación al planteamiento del señor Senador Bordaberry en cuanto a que 
algunos elementos se retiraron, aunque según el señor Fiscal de Corte fueron remitidos, sería 
conveniente que la Secretaría se pusiera en contacto con el Ministerio de Educación y Cultura para 
trasmitirle el interés de la Comisión de que el material sea remitido tal como fue enviado por la Fiscalía, 
a los efectos de conocer los méritos y deméritos y poder tomar una decisión en base a todos los 
elementos de juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señor Senador. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 11 y 27 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


